
 

 

PONENCIA 
CONSEJERA BRENDA LIZETH GONZÁLEZ LARA 

 
 

Datos del asunto. 

Expediente RR/0523/2024. 

Sujeto obligado: Secretaría de Administración y Finanzas de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado. 

Sesión ordinaria: veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro. 

 

Solicitud de información. 

El particular solicitó diversa información relacionada con tecnologías, 

software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo para la intervención de 

comunicaciones privadas, informáticas, geolocalización o de 

telecomunicaciones, durante el uno de enero del dos mil dieciocho al 

treinta y uno de enero del dos mil veinticuatro. 

 

Respuesta del sujeto obligado. 

El sujeto obligado informó la clasificación de la información requerida. 

 

Recurso de revisión. 

El particular se inconformó respecto de la clasificación de información.   

 
Sentido del proyecto.  
Se modifica la respuesta brindada por el sujeto obligado en los términos 

señalados en la parte considerativa de la presente resolución. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

  

1 

 

RECURSO DE REVISIÓN: 
RR/0523/2024. 
SUJETO OBLIGADO: 
SECRETARÍA DE 
ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DE 
LA FISCALÍA GENERAL DE 
JUSTICIA DEL ESTADO. 
 

CONSEJERA PONENTE: BRENDA LIZETH GONZÁLEZ LARA. 

PROYECTISTA: HÉCTOR ADRIÁN MORALES GARCÍA. 

REVISÓ: MELISSA GARCÍA VALLADARES. 

 

Monterrey, Nuevo León. Resolución del Pleno del Instituto Estatal de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales, correspondiente a la sesión ordinaria celebrada 

veinticuatro de junio del dos mil veinticuatro.  

 

VISTO para resolver el expediente formado con motivo del recurso de 

revisión número RR/0523/2024, interpuesto a través de la Plataforma 

Nacional de Transparencia, en contra de la Secretaría de 

Administración y Finanzas de la Fiscalía General de Justicia del 

Estado, en su carácter de sujeto obligado. 
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I.- GLOSARIO 
 

Instituto Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos 
Personales 

Constitución Federal 
 
Constitución Local 

Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 
Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Nuevo León 

INAI Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
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a la Información y Protección de Datos 
Personales 

Ley de la materia Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información del Estado de Nuevo León 

Pleno Pleno del Instituto Estatal de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales 

Promovente, recurrente, 
particular, solicitante 

Persona que promueve el procedimiento de 
impugnación en materia de acceso a la 
información pública 

PNT Plataforma Nacional de Transparencia 
SIGEMI Sistemas de Gestión de Medios de 

Impugnación 
Sujeto obligado Secretaría de Administración y Finanzas de 

la Fiscalía General de Justicia del Estado. 

 

II.- RESULTANDO 

 

a) Solicitud de información. 

El ocho de enero de dos mil veinticuatro, la parte promovente presentó 

a través de la PNT, una solicitud de información al sujeto obligado 

mediante la cual requirió lo siguiente: 

 

“[…] Solicito que se me informe si poseyeron tecnologías, software, 
aparatos o cualquier tipo de dispositivo para la intervención de 
comunicaciones privadas, informáticas, geolocalización o de 
telecomunicaciones, durante el 1 de enero del 2018 al 31 de enero del 2024. 
De lo anterior solicito que se me informe detallado de forma anual en cada 
uno de los años antes mencionados las siguientes preguntas: 
 
1) De forma anual en cada uno de los años antes mencionados confirmar o 
negar si contaron o no con tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo 
de dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones 
privadas, informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones. De ser 
positiva la respuesta, precisar la justificación por la que se decidió adquirirlo 
u obtenerlo, así como el fundamento legal que les permite poseer 
tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento 
para la intervención de comunicaciones privadas, informáticas, 
geolocalización o de telecomunicaciones. 
 
2) De contar con las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de 
dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 
informáticas o de telecomunicaciones describir por cada adquisición 
realizada el tipo de intervenciones a comunicaciones que pueden realizar 
de los tipos antes mencionados. 
 
3) Precisar en cada uno de los años antes mencionados si las tecnologías, 
software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la 
intervención de comunicaciones privadas, informáticas o de 
telecomunicaciones con las que contaron fueron obtenidas mediante 
contrataciones con empresas o personas, para proveer el servicio o soporte 
necesarios, por lo que pido detallar el nombre de la marca, razón social o 
nombre del proveedor de las tecnologías o aparatos con la que realizan las 
intervenciones, fecha de inicio y final de la contratación, tipo de 
procedimiento mediante el cual eligieron al proveedor, así como el monto 
que se le pagó con impuestos incluidos; además, aclarar que si tienen 
dispositivos propios para las intervenciones, la fecha en la que los 
obtuvieron, descripción de cuáles fueron las tecnologías, software, aparatos 
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o cualquier tipo de aditamento adquirido y el monto con impuestos incluidos 
gastado en cada año. 
 
4) Detallar de forma anual en cada uno de los años antes mencionados cuál 
fue el presupuesto que les aprobaron, modificaron y ejecutaron, para la 
obtención de tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo 
o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, informáticas 
o telecomunicaciones. De lo anterior, pido que se desglose el monto 
etiquetado por tipo o nombre del gasto. 
[…]”. (sic) 

 

b) Respuesta del sujeto obligado. 

El veintidós de enero de dos mil veinticuatro, el sujeto obligado dio 

respuesta vía PNT a la solicitud de información manifestando, en lo 

medular, lo siguiente: 

 

“[…]   
 

 
[…] 

 

 
”. (sic) 

 

c) Recurso de revisión: recepción y turno. 

El doce de febrero del año dos mil veinticuatro, se tuvo por recibido el 

recurso de revisión interpuesto por la parte solicitante en contra del 

sujeto obligado, expresando medularmente lo siguiente: 

 
“[…] El sujeto obligado respondió el 22 de enero del 2024 a la solicitud de 
acceso a la información 191841724000004, pero incumplió con los principios 
máxima publicidad al declarar reservados algunos de los requerimientos que 
se le hicieron, pues la información requerida resulta de interés público 
conocer el gasto público destinado a dispositivos para intervenir 
comunicaciones privadas, porque es un tema hablado por otras autoridades 
tanto estatales como federales. Un caso es Pegasus que el propio Instituto 
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Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI) ordenó fuera público a la Secretaría de la Defensa 
Nacional (SEDENA). Otro ejemplo es la resolución de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) del pasado 6 febrero que le requirió a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público desglosar el gasto por adquirir 
Pegasus. La respuesta del sujeto obligado a la solicitud iría en contra de los 
procedentes del INAI o la SCJN que en sus análisis concluyeron que 
Pegasus, un dispositivo para intervenir comunicaciones privadas, sea 
públicos. Este caso no es tan distinto por preguntar el uso de recursos 
públicos para la compra de dispositivos que revelar no pondría en riesgo la 
seguridad del estado, al no vulnerar información sobre investigaciones en 
curso o datos personales de víctimas. […]”. (sic) 

 

El referido medio de impugnación fue turnado el trece de febrero de dos 

mil veinticuatro por la Consejera Presidenta a la Ponencia de la 

Consejera Brenda Lizeth González Lara, para su estudio y resolución, 

de conformidad con el artículo 175, fracción I, de la Ley de la materia1. 

 

d) Sustanciación. 

El diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro, la Consejera Ponente 

admitió a trámite el presente recurso de revisión. Asimismo, por auto 

de fecha cinco de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo al sujeto 

obligado rindiendo su informe justificado, a través del cual reiteró la 

respuesta brindada.  

 

A su vez, la Ponencia instructora ordenó dar vista a la parte recurrente 

para que dentro del plazo legal presentara las pruebas de su intención 

y manifestara lo que a su derecho conviniera, sin que hubiere ejercido 

tal derecho, no obstante, de haber sido legalmente notificado para tal 

efecto. 

 

Acto seguido, se fijó fecha para la audiencia conciliatoria prevista en el 

artículo 175, fracción III, de la Ley de la materia, señalándose las diez 

horas del día dieciséis de abril de dos mil veinticuatro, la cual no fue 

posible su desahogo ante la incomparecencia de la parte recurrente, tal 

y como se desprende del acta levantada en la fecha antes mencionada, 

la cual obra agregada a los autos que integran el expediente que en 

este acto se analiza. 

 
1 Artículo 175. La Comisión resolverá el recurso de revisión conforme a lo siguiente: I. Interpuesto el recurso de revisión, 
el Comisionado Presidente lo turnará al Comisionado ponente que corresponda, quien deberá proceder a su análisis para 
que acuerde su admisión o su desechamiento. […]. 
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Pasando a la etapa probatoria, el dieciocho de abril del año dos mil 

veinticuatro la Consejera Ponente calificó las pruebas ofrecidas por 

ambas partes, admitiéndose aquellas que se encontraron ajustadas a 

derecho, mismas que no requirieron desahogo material por parte de 

este órgano; asimismo, se realizó una diligencia para mejor proveer a 

fin de que el sujeto obligado acompañara las siguientes constancias: (i) 

copia certificada del acuerdo de reserva número 001-

AR/S.E.A.F./2021, debidamente firmado por el Director Jurídico de la 

Secretaría Ejecutiva de Administración y Finanzas de la Fiscalía 

General de Justicia del Estado, y (ii) copia certificada de la confirmación 

del Comité de Transparencia del sujeto obligado del acuerdo de reserva 

número 001-AR/S.E.A.F./2021. 

 

El veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro, con fundamento en el 

artículo 171 de la Ley de la materia, se amplió el plazo para resolver el 

presente recurso de revisión. 

 

Asimismo, por auto de fecha veinticinco de abril de dos mil veinticuatro, 

el sujeto obligado cumplió el requerimiento efectuado mediante la 

diligencia para mejor proveer, allegando para tal efecto diversas 

constancias electrónicas, mismas que se agregaron a los autos que 

conforman el presente asunto. 

 

Por lo tanto, a través de diverso auto de fecha veinticinco de abril de 

dos mil veinticuatro, la Consejera Ponente, declaró concluida la etapa 

probatoria; asimismo se concedió a las partes un plazo común de tres 

días para que alegaran lo que a su derecho conviniera; siendo que 

ninguna de las partes hizo uso de su derecho. 

 

Agotada la instrucción, el diecinueve de junio del dos mil veinticuatro 

se ordenó poner el presente asunto, en estado de resolución, la cual 

ha llegado el momento de pronunciar con arreglo en los artículos 38, 

44, tercer párrafo, 175, fracción VIII, y 176, de la Ley de la materia, 

sometiéndose a consideración del Pleno el presente proyecto de 
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resolución, el cual se sustenta conforme a los siguientes: 

 

III.- CONSIDERANDO 

 

a) Legislación. 

Serán aplicables al presente asunto las normas sustantivas y adjetivas 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Nuevo León2, vigentes a la fecha de la solicitud de 

información (ocho de enero de dos mil veinticuatro) y a la que se 

interpuso el recurso de revisión que nos ocupa (doce de febrero de dos 

mil veinticuatro), que corresponden a la reforma contenida en el Decreto 

110, publicado en el Periódico Oficial del Estado el quince de abril de 

dos mil veintidós. 

 

b) Competencia. 

Este Pleno es competente para conocer sobre el presente recurso de 

revisión, en términos de los artículos 162, fracción III, de la Constitución 

Local3 y 1, 2, 3, 38, 54, fracciones II y IV, 167 y 168 de la Ley de la 

materia, por tratarse de un recurso de revisión interpuesto por un 

particular en contra de la actuación de un sujeto obligado en el ámbito 

local. 

 

c) Legitimación. 

Los particulares pueden promover recursos de revisión ante el Instituto 

o ante la Unidad de Transparencia que haya conocido de la solicitud en 

contra de las resoluciones, acciones u omisiones de los sujetos 

obligados en el ámbito local, en términos de lo dispuesto en el Capítulo 

I del Título Octavo de la Ley de la materia. 

 

Por ende, tienen legitimación activa para promover el recurso de 

revisión los particulares que hubieren formulado alguna solicitud de 

información ante algún sujeto obligado. La legitimación pasiva, por su 

parte, se surte respecto de los sujetos obligados previstos en el artículo 

 
2https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20TRANSPARENCIA%20Y%20ACCESO%20A%20
LA%20INFORMACION%20PUBLICA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-04-15   
3https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/CONSTITUCION%20POLITICA%20DEL%20ESTADO%20LIBRE
%20Y%20SOBERANO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-10-%201    

https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20TRANSPARENCIA%20Y%20ACCESO%20A%20LA%20INFORMACION%20PUBLICA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-04-15
https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20TRANSPARENCIA%20Y%20ACCESO%20A%20LA%20INFORMACION%20PUBLICA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-04-15
https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/CONSTITUCION%20POLITICA%20DEL%20ESTADO%20LIBRE%20Y%20SOBERANO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-10-%201
https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/CONSTITUCION%20POLITICA%20DEL%20ESTADO%20LIBRE%20Y%20SOBERANO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2022-10-%201
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3, fracción LI, de la Ley de la materia. 

 

En el caso que nos ocupa, la parte recurrente cuenta con legitimación 

activa, ya que tiene la calidad de particular y acreditó haber presentado 

la solicitud de información ante el sujeto obligado, materia de la 

inconformidad; además de que existe identidad entre la particular 

recurrente y la particular solicitante de la información. 

 

De igual manera, el sujeto obligado cuenta con legitimación pasiva, en 

términos del artículo 3, fracción LI, inciso e), de la Ley de la materia, 

toda vez que se trata de una unidad administrativa de un organismo 

constitucionalmente autónomo.  

 

d) Oportunidad. 

El artículo 167 de la Ley de la materia prevé que el recurso de revisión 

debe hacerse valer ante el Instituto o ante la Unidad de Transparencia 

que haya conocido de la solicitud, de manera directa o por medios 

electrónicos, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la 

notificación de la respuesta, o del vencimiento del plazo para su 

notificación. 

 

En el presente caso, la parte recurrente se inconforma con la respuesta 

brindada por el sujeto obligado, la cual le fue notificada el veintidós de 

enero de dos mil veinticuatro. En tal virtud, el plazo de quince días para 

la interposición del medio de impugnación comenzó a computarse al día 

hábil siguiente, esto es, el veintitrés de enero de dos mil veinticuatro, 

para concluir el trece de febrero de dos mil veinticuatro. 

 

Consecuentemente, si el medio de impugnación se presentó el doce 

de febrero de dos mil veinticuatro, es por demás claro que interpuso 

dentro del plazo que señala la ley. 

 

e) Causales de improcedencia. 

Por tratarse de cuestiones de previo y especial pronunciamiento, se 

examinará si en este caso se actualiza alguna de las causales de 
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improcedencia previstas en el artículo 180 de la Ley de la materia. 

 

Al respecto, se hace constar que el sujeto obligado no invocó la 

actualización de alguna causal de improcedencia, ni tampoco se 

advierte ninguna de oficio por este Instituto. 

 

f) Causales de sobreseimiento. 

De las constancias que integran el presente asunto, tampoco se 

advierte alguna causa de sobreseimiento4, en términos del artículo 181 

de la Ley de la materia. Por ende, se procederá al estudio de fondo del 

recurso interpuesto. 

 

g) Estudio de fondo. 

En principio, y atendiendo a que la parte recurrente no expresó 

inconformidad alguna con la respuesta otorgada al punto cuatro de su 

solicitud, se entiende tácitamente consentida la respuesta brindada 

al respecto, por ende, no formará parte del estudio de fondo de la 

resolución de este Instituto, lo anterior de conformidad con lo 

establecido en el criterio de interpretación para sujetos obligados con 

clave de control SO/001/2020 pronunciado por del INAI5, cuyo rubro 

indica: “Actos consentidos tácitamente. Improcedencia de su 

análisis”6, ello en términos de lo dispuesto en el artículo 7, último 

párrafo, de la Ley de la materia. 

 

En consecuencia, el análisis del presente procedimiento se avocará 

únicamente respecto a los puntos uno, dos y tres de la solicitud de 

información.  

 

De modo que, tenemos que, el particular se inconformó con la 

respuesta brindada por el sujeto obligado, por lo cual, señaló como 

motivo de inconformidad “la clasificación de la información”. 

 
4 Tiene aplicación la tesis identificada con registro digital: 223064, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava 
Época, Materias(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo VII, Mayo de 1991, página 302, Tipo: 
Aislada, de rubro: “SOBRESEIMIENTO. IMPIDE ENTRAR A ANALIZAR EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE 
FONDO”. https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/223064  
5http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Actos%20consentidos%20t%C3%A1citamente  
6 Actos consentidos tácitamente. Improcedencia de su análisis. Si en su recurso de revisión, la persona recurrente 
no expresó inconformidad alguna con ciertas partes de la respuesta otorgada, se entienden tácitamente consentidas, por 
ende, no deben formar parte del estudio de fondo de la resolución que emite el Instituto. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/223064
http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Actos%20consentidos%20t%C3%A1citamente
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Al efecto, el sujeto obligado al rendir su informe justificado reiteró el 

acto reclamado, por lo cual, esta Ponencia procederá al análisis de la 

información brindada por el sujeto obligado, para efecto de verificar si 

atendió los principios de congruencia y exhaustividad que todo acto 

administrativo debe cumplir, es decir, que exista concordancia entre el 

requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada. 

Tal y como lo señala el criterio número 2/17 emitido por el INAI cuyo 

rubro dice: “CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD. SUS ALCANCES PARA 

GARANTIZAR EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN”.7 

 

Así pues, resulta importante precisar que mediante los puntos uno, 

dos y tres de la solicitud de información, la parte recurrente requirió la 

siguiente información: 

 

▪ De forma anual en cada uno de los años antes mencionados confirmar o 

negar si contaron o no con tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo 

de dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones. De ser positiva la 

respuesta, precisar la justificación por la que se decidió adquirirlo u obtenerlo, 

así como el fundamento legal que les permite poseer tecnologías, software, 

aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la intervención de 

comunicaciones privadas, informáticas, geolocalización o de 

telecomunicaciones. 

 

▪ De contar con las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de 

dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas o de telecomunicaciones describir por cada adquisición 

realizada el tipo de intervenciones a comunicaciones que pueden realizar de 

los tipos antes mencionados. 

 

▪ Precisar en cada uno de los años antes mencionados si las tecnologías, 

software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la 

intervención de comunicaciones privadas, informáticas o de 

telecomunicaciones con las que contaron fueron obtenidas mediante 

contrataciones con empresas o personas, para proveer el servicio o soporte 

necesarios, por lo que pido detallar el nombre de la marca, razón social o 

nombre del proveedor de las tecnologías o aparatos con la que realizan las 

intervenciones, fecha de inicio y final de la contratación, tipo de procedimiento 

mediante el cual eligieron al proveedor, así como el monto que se le pagó 

con impuestos incluidos; además, aclarar que si tienen dispositivos propios 

para las intervenciones, la fecha en la que los obtuvieron, descripción de 

cuáles fueron las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de 

 
7http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=congruencia%20y%20exhaustividad. 

http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=congruencia%20y%20exhaustividad
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aditamento adquirido y el monto con impuestos incluidos gastado en cada 

año. 

 

Tanto al dar respuesta a la solicitud de información, como al rendir su 

informe justificado, el sujeto obligado señaló que la información 

solicitada es clasificada como reservada, adjuntando el acuerdo de 

reserva y el acta del Comité que sustentan la clasificación. 

 

De modo que, se analizará la reserva invocada por el sujeto obligado, 

en los términos siguientes: 

 

En principio, es pertinente destacar, que el ejercicio del derecho 

fundamental de acceso a la información, consagrado en el artículo 10 

y 162 de la Constitución Local, consiste en solicitar información pública 

precisa en poder de los sujetos obligados que estos están conminados 

a documentar por el ejercicio de sus facultades, competencias, o 

funciones, o bien, que por disposición legal deban generar; es decir, 

dicho derecho estriba en solicitar acceso a los documentos públicos 

que los sujetos obligados generan a partir del ejercicio de sus 

actividades. 

 

El acceso a este derecho debe otorgarse por los sujetos obligados sin 

restricción ni limitación alguna, ya que toda la información en posesión 

de los sujetos obligados tiene carácter público y es accesible a 

cualquier persona en los términos y condiciones que establece la Ley 

de la materia, salvo aquella información catalogada como confidencial, 

o bien, la clasificada temporalmente como reservada por razones de 

interés público.  

 

Asimismo, el artículo 4 de la Ley de la materia, dispone que, salvo la 

información confidencial y la clasificada temporalmente como 

reservada, por razones de interés público, toda la información 

generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los 

sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los 

términos y condiciones que se establezcan en la Ley de la materia, en 
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los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte y 

la Ley General. 

 

Lo anterior, en el entendido de que el ejercicio de todo derecho 

fundamental no es absoluto y admite algunas excepciones.  

 

Dichas excepciones deben ser interpretadas de manera restringida y 

limitada. En esa virtud, los artículos 3, fracción XXXV, 138, y 139 de la 

ley de la materia disponen que la información reservada es aquella 

cuyo acceso está restringido de manera excepcional y temporal por una 

razón de interés público prevista en una ley, pudiendo clasificarse como 

tal, las que: I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un 

propósito genuino y un efecto demostrable; II. Pueda poner en 

riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; III. 

Obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría 

relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de 

contribuciones; IV. Obstruya la prevención o persecución de los 

delitos; V. La que contenga las opiniones, recomendaciones o 

puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los 

servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión 

definitiva, la cual deberá estar documentada; VI. Obstruya los 

procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores 

Públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa; 

VII. Afecte los derechos del debido proceso; VIII. Vulnere la 

conducción de los Expedientes judiciales o de los procedimientos 

administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan 

causado estado; IX. Se encuentre contenida dentro de las 

investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se 

tramiten ante el Ministerio Público; y X. Las que por disposición 

expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 

con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley 

y no la contravengan; así como las previstas en tratados 

internacionales, pero siempre de manera fundada y motivada, a 

través de la aplicación de la prueba de daño. 
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Siendo importante mencionar que, la clasificación fue confirmada por 

el Comité de Transparencia del sujeto obligado mediante Acta de la 

Primera Sesión Ordinaria del año dos mil veintiuno, en cumplimiento al 

acuerdo de reserva número 001-AR/S.E.A.F/221 de fecha dieciocho de 

diciembre de dos mil veinte. 

 

Así pues, de lo anterior, se puede presumir que el sujeto obligado sí 

cuenta en su poder con dicha información, en virtud de que realizó una 

clasificación de la información, acción que la Ley de la materia sólo 

permite realizar a los sujetos obligados que tienen en su poder la 

información objeto de clasificación.  

 

Por lo antes expuesto, resulta procedente analizar el acuerdo de 

reserva hecho valer por el sujeto obligado, a fin de validar si cumple 

con los parámetros que para tal efecto establece la Ley de la materia. 

 

Del contenido de la documental en mención se observa que a través 

de la misma el sujeto obligado pretende reservar la información 

correspondiente a una solicitud de información con número de folio 

diverso al que se analiza en el presente medio de impugnación. 

 

Y siendo que el artículo 131 de la Ley de la materia, dispone que la 

clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que: 

(i) se reciba una solicitud de acceso a la información; (ii) se determine 

mediante resolución de autoridad competente; o; (iii) se generen 

versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de 

transparencia previstas en esta Ley.  

 

Y que conforme a lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley de la materia, 

los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni 

particular que clasifiquen documentos o información como reservada; 

así como que la clasificación podrá realizarse de manera parcial o total 

de acuerdo al contenido del documento de que se trate, siempre que la 

misma corresponda a los supuestos definidos en el título sexto de la 

legislación en cita como información clasificada, ya que en ningún caso 
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podrán clasificarse documentos antes de que se genere la información, 

pues la clasificación de información reservada se debe realizar 

conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la 

prueba de daño. 

 

Situación que en el presente caso no se acredita, pues el sujeto 

obligado pretende clasificar la información peticionada por el particular 

relativa a “tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de 

dispositivo para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones”, con un 

acuerdo de reserva de fecha dieciocho de diciembre de dos mil veinte 

en donde se clasificó información concerniente a documentos 

relacionados con procesos de licitación, concurso por invitación 

restringida o adjudicación directa relacionado con la adquisición o 

renovación de cualquier producto, licencia o servicio prestado, 

diseñado, producido, fabricado o comercializado por diversas personas 

morales, filiales y/o subsidiarias de las mismas. 

 

En virtud de lo antes expuesto, se observa que el sujeto obligado en el 

presente asunto no atendió puntualmente el numeral antes invocado, 

puesto que exhibe un acuerdo de confirmación de clasificación 

respecto a una solicitud de información con número de folio diverso. De 

ahí, deviene inconcuso que mediante dicho documento el sujeto 

obligado no pudo llevar a cabo el análisis particular del caso concreto, 

que ahora toca el turno de revisar de acuerdo con el artículo 131, 

fracción I, de la Ley de la materia8. 

 

En tales condiciones, se estima conveniente analizar la naturaleza 

de la información peticionada para efecto de emitir un 

pronunciamiento sobre la viabilidad de la entrega de la información 

pretendida. 

 

En ese sentido, resulta pertinente establecer de forma precisa en que 

 
8 “Artículo 131. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que: I. Se reciba una solicitud de 
acceso a la información; […]” 
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consiste la información requerida por la parte recurrente en su solicitud 

de información. 

 

De ahí que, de su contenido se advierte que el particular solicita al 

sujeto obligado la siguiente información respecto el periodo de tiempo 

comprendido del día uno de enero de dos mil dieciocho al treinta y uno 

de enero de dos mil veinticuatro: 

 

(1) De forma anual en cada uno de los años antes mencionados confirmar o 
negar si contaron o no con tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo 
de dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 
informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones; 
De ser positiva la respuesta, precisar la justificación por la que se decidió 
adquirirlo u obtenerlo;  
El fundamento legal que les permite poseer tecnologías, software, 
aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la intervención de 
comunicaciones privadas, informáticas, geolocalización o de 
telecomunicaciones.  
 
(2) De contar con las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de 
dispositivo o aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 
informáticas o de telecomunicaciones describir por cada adquisición 
realizada el tipo de intervenciones a comunicaciones que pueden 
realizar de los tipos antes mencionados. 
 
(3) Precisar en cada uno de los años antes mencionados si las tecnologías, 
software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la 
intervención de comunicaciones privadas, informáticas o de 
telecomunicaciones con las que contaron fueron obtenidas mediante 
contrataciones con empresas o personas, para proveer el servicio o 
soporte necesarios;  
Detallar el nombre de la marca, razón social o nombre del proveedor de 
las tecnologías o aparatos con la que realizan las intervenciones; 
Fecha de inicio y final de la contratación;  
Tipo de procedimiento mediante el cual eligieron al proveedor;  
Monto que se le pagó con impuestos incluidos;  
Aclarar si tienen dispositivos propios para las intervenciones;  
Fecha en la que los obtuvieron;  
Descripción de cuáles fueron las tecnologías, software, aparatos o 
cualquier tipo de aditamento adquirido; y 
Monto con impuestos incluidos gastado en cada año. 

 

En ese tenor, una vez desglosada la información solicitada en los 

puntos uno y tres de la solicitud de información (de este último punto 

exceptuando la información relativa a la descripción de cuáles fueron 

las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de aditamento 

adquirido), esta Ponencia estima que la misma que guarda relación con 

información correspondiente a diversas obligaciones de transparencia 

contenidas en el artículo 95, fracciones I, XXIX, XXXIII y XXXV, de la 

Ley de la materia, que en lo conducente dispone que los sujetos 
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obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, 

en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, 

atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la 

información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que se 

señalan, en dicho numeral, destacando la relativa al marco normativo 

aplicable al sujeto obligado, en el que deberá incluirse leyes, códigos, 

reglamentos, decretos de creación, manuales administrativos, reglas 

de operación, criterios, políticas, entre otros; la información sobre los 

resultados sobre procedimientos de adjudicación directa, 

invitación restringida y licitación de cualquier naturaleza, 

incluyendo la versión pública del expediente respectivo y de los 

contratos celebrados, que deberá contener, por lo menos, lo 

siguiente: a) De licitaciones públicas o procedimientos de invitación 

restringida: 1. La convocatoria o invitación emitida, así como los 

fundamentos legales aplicados para llevarla a cabo; 2. Los nombres de 

los participantes o invitados; 3. El nombre del ganador y las razones 

que lo justifican; 4. El Área solicitante y la responsable de su ejecución; 

5. Las convocatorias e invitaciones emitidas; 6. Los dictámenes y fallo 

de adjudicación; 7. El contrato y, en su caso, sus anexos; 8. Los 

mecanismos de vigilancia y supervisión, incluyendo, en su caso, los 

estudios de impacto urbano y ambiental, según corresponda; 9. La 

partida presupuestal, de conformidad con el clasificador por objeto del 

gasto, en el caso de ser aplicable; 10. Origen de los recursos 

especificando si son federales, estatales o municipales, así como el tipo 

de fondo de participación o aportación respectiva; 11. Los convenios 

modificatorios que, en su caso, sean firmados, precisando el objeto y 

la fecha de celebración; 12. Los informes de avance físico y financiero 

sobre las obras o servicios contratados; 13. El convenio de terminación; 

y 14. El finiquito; b) De las adjudicaciones directas: 1. La propuesta 

enviada por el participante; 2. Los motivos y fundamentos legales 

aplicados para llevarla a cabo; 3. La autorización del ejercicio de la 

opción; 4. En su caso, las cotizaciones consideradas, especificando los 

nombres de los proveedores y los montos; 5. El nombre de la persona 

física o moral adjudicada; 6. La unidad administrativa solicitante y la 

responsable de su ejecución; 7. El número, fecha, el monto del contrato 
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y el plazo de entrega o de ejecución de los servicios u obra; 8. Los 

mecanismos de vigilancia y supervisión, incluyendo, en su caso, los 

estudios de impacto urbano y ambiental, según corresponda; 9. Los 

informes de avance sobre las obras o servicios contratados; 10. El 

convenio de terminación; y 11. El finiquito; y el padrón de proveedores 

y contratistas; y el inventario de bienes muebles e inmuebles en 

posesión y propiedad. 

 

Es decir, que corresponde a información con la que debe contar 

publicada en medios electrónicos a disposición del público con el objeto 

de cumplir con sus obligaciones de transparencia. 

 

Lo anterior, tomando en cuenta que, en términos de lo establecido en 

el artículo 19, segundo párrafo, de la Ley de la materia, se presume que 

la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias 

y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los 

sujetos obligados. 

 

De igual forma, el artículo 18 de la Ley de la materia, dispone que los 

sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del 

ejercicio de sus facultades, competencias o funciones. 

 

Para una mejor comprensión se estima relevante traer a la vista la tabla 

de aplicabilidad del precepto legal antes invocado, referente a las 

obligaciones comunes que le aplican a la Fiscalía General de Justicia 

del Estado: 
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Luego entonces, es de advertirse que a la Fiscalía General de Justicia 

del Estado, de acuerdo con la tabla en estudio, le aplica el artículo 95, 

fracciones I, XXIX, XXXIII y XXXV, de la Ley de la materia, es decir, 

dicho sujeto obligado se encuentra obligado a contar con la información 

requerida. 

 

En ese sentido, la información de interés de la parte recurrente 

corresponde a información que la autoridad se encuentra obligada a 

poner a disposición del público y mantener actualizada, en los 

respectivos medios electrónicos, de conformidad con la tabla de 

aplicabilidad de obligaciones comunes del artículo 95 de la Ley de la 

materia. 

 

Por lo cual, se evidencia que el sujeto obligado debe generar y por ende 

a contar en su poder con la información solicitada conforme a los 

Lineamientos técnicos generales para la publicación, homologación y 

estandarización de la información de las obligaciones establecidas en 

el Título Quinto y en la fracción IV del Artículo 31 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir 

los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma 

Nacional de Transparencia, así como los criterios y formatos 

contenidos en los anexos de los propios lineamientos, derivado de la 

verificación diagnóstica realizada por esta Comisión de Transparencia 

y Acceso a la Información del Estado de Nuevo León9, se desprenden 

como criterios sustantivos de contenido, de adjetivos de actualización, 

de confiabilidad y de formato para su publicación. 

 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84 y 85 de 

la Ley de la materia, que disponen que los sujetos obligados deberán 

atender los lineamientos técnicos que emita el Sistema Nacional, 

relacionados con los formatos de publicación de la información para 

asegurar que sea veraz, confiable, oportuna, congruente, integral, 

 
9https://cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos%20tecnico%20generales_ 
de_Obligaciones_y_Anexos%20INAI%2028%20diciembre%202020.pdf 

https://cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos%20tecnico%20generales_%20de_Obligaciones_y_Anexos%20INAI%2028%20diciembre%202020.pdf
https://cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos%20tecnico%20generales_%20de_Obligaciones_y_Anexos%20INAI%2028%20diciembre%202020.pdf
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actualizada, accesible, comprensible, verificable, homogénea y 

estandarizada, asimismo, dichos lineamientos contemplarán la 

homologación en la presentación de la información a la que hace 

referencia este Título por parte de los sujetos obligados. 

 

Así como que, la información correspondiente a las obligaciones de 

transparencia de la presente Ley, deberá de publicarse y actualizarse 

durante los siguientes treinta días naturales a partir de la fecha en que 

se generó la misma o a más tardar a los treinta días naturales 

posteriores de la conclusión del periodo que informa, lo que sea menor, 

señalando la fecha de su actualización, acatando los criterios que emita 

el Sistema Nacional para determinar el plazo mínimo que deberá 

permanecer disponible y accesible la información, atendiendo a las 

cualidades de la misma. 

 

En consecuencia, la información requerida por la parte recurrente en 

los puntos uno y tres de la solicitud de información (de este último 

exceptuando la información relativa a la descripción de cuáles fueron 

las tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de aditamento 

adquirido), no es susceptible de sea clasificada como información de 

naturaleza reservada, toda vez que el sujeto obligado cuenta con el 

deber de poner a disposición de la ciudadanía dicha información. 

 

Aunado a lo anterior, al proporcionarse la información en cuestión, no 

se revelaría las características que poseen las tecnologías, software, 

aparatos o cualquier tipo de dispositivo o aditamento para la 

intervención de comunicaciones privadas, informáticas, geolocalización 

o de telecomunicaciones, por lo que, no puede revelarse datos que 

pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción de 

las instituciones encargadas de la seguridad pública, sus planes, 

estrategias, tecnología, información, sistemas de comunicaciones. 

 

De ahí que, esta Ponencia considera que al brindar a la parte recurrente 

la información peticionada, no se compromete la seguridad pública del 

Estado, ya que no se trata de información que pueda obstaculizar las 
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acciones implementadas por las autoridades para evitar la comisión de 

delitos; o menoscabe o limite la capacidad de las autoridades para 

evitar la comisión de delitos. 

 

Así como tampoco se trata, de información que revele datos que 

pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción de 

las instituciones encargadas de la seguridad pública, sus planes, 

estrategias, tecnología, información, sistemas de comunicaciones. 

 

Lo anterior, toda vez que la información peticionada no permite conocer 

las características, especificaciones o funcionamiento de las 

tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o 

aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones utilizadas por la 

Fiscalía General de Justicia del Estado. 

 

Por otro lado, en lo conducente a la información requerida en el punto 

dos y tres de la solicitud de información, (de este último únicamente 

respecto a la información relativa a la descripción de cuáles fueron las 

tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de aditamento 

adquirido), a consideración de la Ponencia deberá clasificarse por el 

sujeto obligado como reservada al actualizarse las hipótesis 

establecidas en el artículo 138, fracciones I, IV y X, de la Ley de la 

materia, relativas a que comprometa la seguridad pública y cuente 

con un propósito genuino y un efecto demostrable; que obstruya 

la prevención o persecución de los delitos; y que por disposición 

expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes 

con las bases, principios y disposiciones establecidos en dicha 

ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados 

internacionales, ello en razón de lo siguiente: 

 

En lo concerniente a la hipótesis de reserva contenida en la fracción I, 

del artículo 138 de la Ley de la materia, tenemos que, la difusión de 

la información solicitada, está relacionada con la seguridad pública del 

Estado de Nuevo León y permitir su acceso podría vulnerar, 
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precisamente, la seguridad del referido ente territorial, potencializar un 

riesgo o amenaza a la seguridad nacional, en tanto que se difundirían 

tecnología o equipos que son útiles para la generación de inteligencia, 

entendiéndose ésta como el conocimiento obtenido a partir de la 

recolección, procesamiento, diseminación y explotación de 

información, para la investigación y persecución de los delitos en 

materia de delincuencia organizada10. 

 

Lo cual pondría en peligro el orden público, ya que pudiera incidir 

directamente con las acciones preventivas y correctivas encaminadas 

a combatir a la delincuencia en sus diferentes manifestaciones, 

poniendo en riesgo la vida, seguridad o salud de sus habitantes.  

 

Ello, considerando que poner en conocimiento de la ciudadanía la 

información correspondiente a la descripción y tipo de 

intervenciones a comunicaciones que pueden realizar las 

tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo de dispositivo o 

aditamento para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas o de telecomunicaciones, se revelarían datos que son 

útiles para la generación de inteligencia por parte de la Fiscalía General 

de Justicia del Estado. Por tanto. es claro que su divulgación podría 

significar o potenciar una amenaza a la seguridad, en tanto que podrían 

perder eficacia si los grupos delictivos llenen conocimiento sobre su 

operación. 

 

La referida hipótesis se confirma con el artículo décimo octavo de los 

Lineamientos en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como para la elaboración de versiones públicas 

de los sujetos obligados del Estado de Nuevo León11, que al efecto 

dispone: 

 

“Décimo Octavo. De conformidad con el artículo 138, fracción I de la Ley 
Estatal, podrá considerarse como información reservada, aquella que 
comprometa la seguridad pública, al poner en peligro las funciones a cargo 
del Estado y los Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la 

 
10 De conformidad con lo establecido en el artículo 29 de la Ley de Seguridad Nacional. 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LSN.pdf  
11http://www.cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos_clasificacion_versiones_publicas_reformados_26_10_2020.pdf  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LSN.pdf
http://www.cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos_clasificacion_versiones_publicas_reformados_26_10_2020.pdf
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salud, la integridad y el ejercicio de los derechos de las personas, así como 
para el mantenimiento del orden público.  
Se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información 
pueda entorpecer los sistemas de coordinación interinstitucional en materia 
de seguridad pública, menoscabar o dificultar las estrategias contra la evasión 
de reos; o menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas 
a disuadir o prevenir disturbios sociales.  
Asimismo, podrá considerarse como reservada aquella que revele datos que 
pudieran ser aprovechados para conocer la capacidad de reacción de las 
instituciones encargadas de la seguridad pública, sus planes, estrategias, 
tecnología, información, sistemas de comunicaciones.” 

 

Del mismo modo, en cuanto a la hipótesis contenida en la fracción IV, 

del artículo 138 de la Ley de la materia, se tiene que dicho supuesto 

de reserva se encuentra enlazado con el artículo vigésimo segundo, 

de los LINEAMIENTOS EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y 

DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS DE LOS SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN9, que dispone que 

podrá considerarse como información reservada, aquella que obstruya 

la prevención de delitos al obstaculizar las acciones implementadas por 

las autoridades para evitar su comisión, o menoscabar o limitar la 

capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos. 

 

Asimismo, se estatuye que para que se verifique este supuesto de 

reserva, cuando se cause un perjuicio a las actividades de persecución 

de los delitos, deben de actualizarse los siguientes elementos: I. La 

existencia de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de 

investigación en trámite; II. Que se acredite el vínculo que existe 

entre la información solicitada y la carpeta de investigación, o el 

proceso penal, según sea el caso; y III. Que la difusión de la 

información pueda impedir u obstruir las funciones que ejerce el 

Ministerio Público o su equivalente durante la etapa de 

investigación o ante los tribunales judiciales con motivo del 

ejercicio de la acción penal. 

 

Por lo que hace al primero de los elementos, relativo a I. La existencia 

de un proceso penal en sustanciación o una carpeta de 

investigación en trámite, se considera que se cumple el mismo, en 

virtud de lo establecido en el artículo 5 de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
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General de Justicia del Estado de Nuevo León12, en el que se dispone 

que el Ministerio Público es la institución que tiene como fin, en 

representación de la sociedad, dirigir la investigación de los delitos 

y brindar la debida atención y protección a las víctimas; perseguir a los 

posibles responsables de los mismos; ejercer ante los tribunales la 

acción penal y exigir la reparación de los daños y perjuicios; intervenir 

en asuntos del orden civil, familiar, penal y de adolescentes, en los 

casos en que señalen las leyes; efectuar las intervenciones que le 

correspondan en materia de extinción de dominio y realizar las demás 

funciones que los ordenamientos jurídicos establezcan. 

 

II. Que se acredite el vínculo que existe entre la información 

solicitada y la carpeta de investigación, o el proceso penal, según 

sea el caso.  

 

Se demuestra el vínculo a través de lo señalado por el artículo 7, 

fracciones I y III, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de Justicia 

del Estado de Nuevo León, en el cual se establecen las facultades del 

Ministerio Público, entre las que se encuentran las de investigar los 

delitos que le corresponden al Estado con el auxilio de las Policías y 

los servicios periciales; y la de recabar los indicios y datos, así como 

ofrecer los medios de prueba tendentes al esclarecimiento de los 

hechos materia de la investigación, esto, al ser la Fiscalía General de 

Justicia del Estado, quien la autoridad estatal a cargo de las 

investigaciones de los delitos. 

 

III. Que la difusión de la información pueda impedir u obstruir las 

funciones que ejerce el Ministerio Público o su equivalente 

durante la etapa de investigación o ante los tribunales judiciales 

con motivo del ejercicio de la acción penal.  

 

En ese sentido, resulta procedente tomar en consideración lo dispuesto 

por el numeral 131, del Código Nacional de Procedimientos Penales13, 

mismo que, en lo conducente, dispone lo siguiente: 

 

 
12https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20ORGANICA%20DE%20LA%20FISCALIA%20GENERAL
%20DE%20JUSTICIA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2024-02-12  
13 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP.pdf  

https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20ORGANICA%20DE%20LA%20FISCALIA%20GENERAL%20DE%20JUSTICIA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2024-02-12
https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20ORGANICA%20DE%20LA%20FISCALIA%20GENERAL%20DE%20JUSTICIA%20DEL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2024-02-12
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP.pdf


  

 

  

23 

 

“Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público  
Para los efectos del presente Código, el Ministerio Público tendrá las 
siguientes obligaciones:  
[…] 
III. Ejercer la conducción y el mando de la investigación de los delitos, para lo 
cual deberá coordinar a las Policías y a los peritos durante la misma;  
[…] 
V. Iniciar la investigación correspondiente cuando así proceda y, en su caso, 
ordenar la recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para 
sus respectivas resoluciones y las del Órgano jurisdiccional, así como recabar 
los elementos necesarios que determinen el daño causado por el delito y la 
cuantificación del mismo para los efectos de su reparación. […] 
[…] 
XIII. Determinar el archivo temporal y el no ejercicio de la acción penal, así 
como ejercer la facultad de no investigar en los casos autorizados por este 
Código; 
[…] 
 XVI. Ejercer la acción penal cuando proceda; 
[…]”. 

 

Del análisis del artículo citado, se deduce que el Ministerio Público tiene 

la obligación de ejercer la conducción y el mando de la investigación de 

los delitos, así como determinar el archivo temporal, el no ejercicio de 

la acción penal, ejercer la facultad de no investigar en los casos 

autorizados por la ley en comento y ejercer la acción penal cuando 

proceda.  

 

Bajo esa premisa, a juicio de esta Ponencia, de entregarse la 

información materia de estudio, podría impedir u obstruir las funciones 

que ejerce el Ministerio Público durante la etapa de investigación o 

incluso ante los Tribunales Judiciales, con motivo del ejercicio de la 

acción penal, toda vez que el proceso de búsqueda integral de las 

personas desaparecidas se inicia y se lleva a cabo con la misma 

efectividad que la investigación criminal, estableciendo mecanismos y 

procedimientos de articulación, coordinación e intercambio de 

información con la autoridad en materia de investigación criminal. 

 

Por lo que el dar a conocer la información solicitada en el punto dos y 

tres de la solicitud de información, (de este último respecto a la 

información relativa a la descripción de cuáles fueron las tecnologías, 

software, aparatos o cualquier tipo de aditamento adquirido), podría 

menoscabar o limitar la capacidad de la Fiscalía General de Justicia del 

Estado para disuadir o prevenir la comisión de delitos. 
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Finalmente, con respecto a la hipótesis contenida en la fracción X, del 

artículo 138 de la Ley de la materia, la Ley de Seguridad Pública para 

el Estado de Nuevo León14, cataloga de manera directa la información 

solicitada por el particular, como reservada, ello en sus artículos 3, 

fracciones XIII y XIV, 58, fracciones VII y IX, y 60,  al estar incluida en 

el Registro del Sistema Estatal de Información para la Seguridad 

Pública, cuya utilización, debe hacerse bajo los más estrictos principios 

de confidencialidad y de reserva, dado que su consulta solo debe ser 

realizada, exclusivamente, en el ejercicio de funciones oficiales por 

parte de las instituciones de seguridad pública del Estado y de los 

municipios, en el marco de sus atribuciones y competencias, una vez 

que se acredite la finalidad de su consulta; por lo tanto, el público no 

puede tener acceso a la misma.  

 

Enseguida se procede a traer a la vista, lo conducente de los artículos 

58, fracciones VII y IX, y 60, de la Ley de Seguridad Pública para el 

Estado de Nuevo León. 

 
“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 
[…] 
XIII. Instituciones de Seguridad Pública: a las Instituciones Policiales, de 
Procuración de Justicia, del Sistema Penitenciario y dependencias 
encargadas de la Seguridad Pública a nivel estatal y municipal.  
XIV. Instituciones de Procuración de Justicia: al ministerio público, los 
servicios periciales y demás auxiliares de aquel; 
[…]. 
 
Artículo 58.- La Secretaría llevará el resguardo, custodia e integración del 
Registro del Sistema Estatal de Información para la Seguridad Pública, que 
deberá incluir la información relacionada con los siguientes elementos:  
[…] 
VII. El armamento y equipo; 
[…] 
IX. La información de apoyo a la Procuración de Justicia;  
[…]”.  

 

“Artículo 60.- La utilización de los registros se hará bajo los más 
estrictos principios de confidencialidad y de reserva. Su consulta se 
realizará única y exclusivamente en el ejercicio de funciones oficiales por 
parte de las instituciones de seguridad pública del Estado y de los Municipios 
y por el Instituto, en el marco de sus atribuciones y competencias, una vez 
que acrediten la finalidad de la información consultada, dejando constancia 
sobre el particular; por ende, el público no tendrá acceso a la información 
que se contenga. El incumplimiento a esta disposición, así como el acceso 
a la información por parte de particulares y el uso inapropiado por quienes 
tengan acceso a su contenido, se equiparará al delito de revelación de 

 
14https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20SEGURIDAD%20PUBLICA%20PARA%20EL%2
0ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2023-11-%201  

https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20SEGURIDAD%20PUBLICA%20PARA%20EL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2023-11-%201
https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/LEY%20DE%20SEGURIDAD%20PUBLICA%20PARA%20EL%20ESTADO%20DE%20NUEVO%20LEON.pdf?2023-11-%201
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secretos y se sancionará como tal, sin perjuicio de responsabilidades de otra 
naturaleza en que se pudiera incurrir.” 

 

 

En ese sentido, se tiene que las instituciones de seguridad pública se 

entienden como todas aquellas Instituciones policiales, de procuración 

de justicia, del sistema penitenciario y dependencias encargadas de la 

seguridad pública a nivel estatal y municipal; y, por otro lado, las 

instituciones de procuración de justicia son el ministerio público, los 

servicios periciales y demás auxiliares de aquel. 

 

Y, que la Secretaría de Seguridad Pública lleva el resguardo, custodia e 

integración del Registro del Sistema Estatal de Información para la 

Seguridad Pública, donde se encuentra incluida la del personal de 

Seguridad Pública, el armamento y equipo y la información de apoyo a 

la procuración de justicia; y cuya utilización debe hacerse bajo los más 

estrictos principios de confidencialidad y de reserva. 

 

En virtud de lo anterior, la referida hipótesis se confirma con el artículo 

vigésimo octavo de los Lineamientos en materia de clasificación y 

desclasificación de la información, así como para la elaboración de 

versiones públicas de los sujetos obligados del Estado de Nuevo 

León15, que al efecto dispone. 

 

“Vigésimo Octavo. De conformidad con el artículo 138, fracción X de la Ley 
Estatal, podrá considerarse como información reservada, aquella que por 
disposición expresa de una ley o de un Tratado Internacional del que el 
Estado mexicano sea parte, le otorgue tal carácter siempre que no se 
contravenga lo establecido en la Ley Estatal.  
Para que se actualice este supuesto de reserva, los sujetos obligados 
deberán fundar y motivar la clasificación de la información, señalando de 
manera específica el supuesto normativo que expresamente le otorga ese 
carácter.” 

 

Además se debe tomar en cuenta que, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 127 de la Ley de Seguridad Pública del Estado, a las 

Instituciones Policiales del Estado, les corresponde el uso legítimo de 

la fuerza pública, en todo el territorio del Estado, para la conservación 

del orden, la paz, la tranquilidad pública, la prevención de conductas 

 
15 http://www.cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos_clasificacion _versiones _publicas_reformados_26_10_2020.pdf  

http://www.cotai.org.mx/descargas/mn/Lineamientos_clasificacion%20_versiones%20_publicas_reformados_26_10_2020.pdf
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delictivas e infracciones administrativas, así como ejercer acciones de 

intervención, control, reacción y custodia, frente a hechos que afecten 

o puedan afectar la seguridad pública, particularmente tratándose de 

delitos de alta reincidencia, de alto impacto social o que la ley penal 

califica de graves. 

 

Atendiendo a los argumentos realizados, es posible determinar que en 

cuanto a la información solicitada, es procedente su reserva, con 

fundamento en el artículo 138, fracciones I, IV y X, de la Ley de la 

materia. 

 

Atendiendo a los argumentos antes precisados se determina lo 

siguiente:  

 

De conformidad con el último párrafo del artículo 125 de la Ley de la 

materia, se tiene a bien ordenar al titular del área del sujeto obligado 

que corresponda, de acuerdo a sus facultades y atribuciones - emita 

un acuerdo de reserva en el que, de manera fundada y motivada, 

exponga las causas que originaron la clasificación de la información, 

de conformidad, con el artículo 138, fracciones I, IV y X, de la Ley de la 

materia, en relación con los artículos décimo octavo, vigésimo segundo 

y vigésimo octavo de los Lineamientos en Materia de Clasificación y 

Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de 

Versiones Públicas de los Sujetos Obligados del Estado de Nuevo 

León, así como la exposición de los argumentos por los cuales se 

actualiza el supuesto de reserva, de conformidad con lo dispuesto en 

el Título Sexto de la Ley de la materia, acorde a lo dispuesto en el 

cuerpo de la presente resolución. 

 

Asimismo, se aplique la prueba de daño, la cual debemos entender 

como la argumentación fundada y motivada que se deba realizar para 

acreditar que la divulgación de información lesiona el interés 

jurídicamente protegido por la normativa aplicable y que el daño que 

puede producirse con la publicidad de la información es mayor que el 

interés de conocerla, es decir, estriba en el procedimiento por medio 
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del cual se debe valorar, mediante elementos objetivos o verificables, 

que la información a clasificarse como reservada tiene una alta 

probabilidad de dañar el interés público protegido al ser difundida. Lo 

anterior, en términos de lo establecido en los artículos 3, fracción XLVI, 

128 y 129 de la Ley de la materia.  

 

En la inteligencia, de que dicho acuerdo deberá ser confirmado por su 

Comité de Transparencia, en términos de lo dispuesto por el artículo 

128 de la Ley de la materia, por lo que se instruye al sujeto obligado a 

fin de que, realice el acuerdo de reserva, siguiendo las directrices que 

establecen los Lineamientos citados en la presente resolución. 

 

Lo anterior, atendiendo a que, cuando en el análisis de un recurso de 

revisión, se determine que resulta procedente la negativa de acceso a 

la información, solamente por una o algunas de las causales 

confirmadas por el Comité de Transparencia del sujeto obligado en 

respuesta a la solicitud, la autoridad deberá emitir una nueva 

resolución debidamente fundada y motivada, confirmando la 

clasificación solo por las causales aplicables. Resultando aplicable 

el criterio de interpretación para sujetos obligados con clave de control 

SO/004/2020 emitido por el INAI, cuyo rubro dice: “Clasificación de 

información. Casos en los que el Comité de Transparencia debe 

emitir una nueva resolución”16. 

 

Finalmente, una vez realizado el estudio anterior, es que esta Ponencia 

procede a realizar declaratoria del asunto que nos ocupa en los 

siguientes términos. 

 

h) Efectos del fallo. 

En aras de dar cumplimiento al principio de máxima publicidad 

consagrado en el artículo 6 de la Constitución Federal y su correlativo 

de la Constitución Local y, además, considerando que la Ley de la 

materia tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el 

 
16http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Clasificaci%C3%B3n%20de%20informaci%C3%B3n
%2E%20Casos%20en%20los%20que%20el%20Comit%C3%A9%20de%20Transparencia%20debe%20emitir%20una%
20nueva%20resoluci%C3%B3n  

http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Clasificaci%C3%B3n%20de%20informaci%C3%B3n%2E%20Casos%20en%20los%20que%20el%20Comit%C3%A9%20de%20Transparencia%20debe%20emitir%20una%20nueva%20resoluci%C3%B3n
http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Clasificaci%C3%B3n%20de%20informaci%C3%B3n%2E%20Casos%20en%20los%20que%20el%20Comit%C3%A9%20de%20Transparencia%20debe%20emitir%20una%20nueva%20resoluci%C3%B3n
http://criteriosdeinterpretacion.inai.org.mx/Pages/results.aspx?k=Clasificaci%C3%B3n%20de%20informaci%C3%B3n%2E%20Casos%20en%20los%20que%20el%20Comit%C3%A9%20de%20Transparencia%20debe%20emitir%20una%20nueva%20resoluci%C3%B3n
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acceso a toda persona a la información pública, esta Ponencia 

propone: 

 

▪ Modificar la respuesta brindada por el sujeto obligado respecto a los puntos 

uno y tres de la solicitud de información, (de este último punto exceptuando 

la información relativa a la descripción de cuáles fueron las tecnologías, 

software, aparatos o cualquier tipo de aditamento adquirido), a fin de que el 

sujeto obligado proporcione a la parte recurrente la información de su interés. 

 

▪ Modificar la respuesta brindada por el sujeto obligado respecto al punto dos 

y tres de la solicitud de información (de este último únicamente respecto a la 

información relativa a la descripción de cuáles fueron las tecnologías, 

software, aparatos o cualquier tipo de aditamento adquirido), a fin de que 

emita un acuerdo de reserva en el que, de manera fundada y motivada, 

exponga las causas que originan la clasificación de la información que se 

determinó como reservada, realizando una exposición de los argumentos por 

los cuales se actualizan los supuestos de reserva, de conformidad con lo 

dispuesto en el Título Sexto de la Ley de la materia. 

Asimismo, deberá aplicar la prueba de daño, la cual se debe entender como 

la argumentación fundada y motivada que se deba realizar para acreditar que 

la divulgación de información lesiona el interés jurídicamente protegido por la 

normativa aplicable y que el daño que puede producirse con la publicidad de 

la información es mayor que el interés de conocerla, es decir, estriba en el 

procedimiento por medio del cual se debe valorar, mediante elementos 

objetivos o verificables, que la información a clasificarse como reservada 

tiene una alta probabilidad de dañar el interés público protegido al ser 

difundida. 

Tomando en cuenta además que, para la elaboración del acuerdo de reserva, 

se deberán atender los lineamientos en materia de clasificación y 

desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones 

públicas de los sujetos obligados del Estado de Nuevo León. 

 

Modalidad. 

La información requerida deberá ponerse a disposición del recurrente 

en la modalidad solicitada, esto es, de manera electrónica, a través 

de la PNT, o bien, a través del correo electrónico proporcionado en 

autos, acorde con el último párrafo del artículo 176 de la ley de la 

materia. 

 

En la inteligencia que, en el supuesto de que no fuera posible entregar 

o enviar en la modalidad requerida, el sujeto obligado deberá ofrecer 

otra u otras modalidades de entrega, debiendo fundar y motivar la 

necesidad de ofrecer otras modalidades. Sirven de apoyo, las tesis de 
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rubros: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION”17 y “FUNDAMENTACION 

Y MOTIVACION, CONCEPTO DE”18.  

 

Inexistencia 

Ahora bien, en caso de que una vez realizada la búsqueda se advierta 

la inexistencia de la información objeto de estudio, el sujeto obligado 

deberá motivar tal circunstancia a través de su Comité de 

Transparencia, cumpliendo con los parámetros establecidos en los 

artículos 163 y 164, de Ley que rige el actual asunto. 

 

Por otra parte, en caso de que la inexistencia derive porque no ha sido 

ejercida alguna facultad, competencia o función, igualmente deberá 

justificar dicha causa, de una manera fundada y motivada, de 

acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 19 de la 

Ley de la materia19. 

 

Plazo para el cumplimiento. 

Se le concede al sujeto obligado un plazo de diez días hábiles, 

contados a partir del día hábil siguiente a aquel en que quede 

debidamente notificado del presente fallo, para que dé cabal 

cumplimiento a esta resolución y, dentro del mismo plazo, lo notifique 

al particular, acorde con la última parte del artículo 176 de la ley de la 

materia. 

 

Se le requiere, asimismo, para que, dentro del plazo de tres días 

hábiles, siguientes al día hábil en que concluya el plazo otorgado en el 

párrafo anterior, informe a este Instituto sobre el cumplimiento de la 

presente resolución, allegando la constancia o documento que lo 

justifique, conforme al último párrafo del artículo 178 de la ley de la 

materia. 

 

 
17 No. Registro: 208436; Tesis aislada; Materia(s): Común; Octava Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación; XV-II, Febrero de 1995; Tesis: VI.2o.718 K; Página: 344. 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/208436  
18 No. Registro: 209986; Tesis aislada; Materia(s): Penal; Octava Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación; XIV, Noviembre de 1994; Tesis: I. 4o. P. 56 P; Página: 450. 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/209986  
19 Artículo 19. […] En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar 
la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/208436
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/209986
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Queda apercibido el sujeto obligado, desde este momento, que, de no 

cumplir con lo anterior, se aplicarán en su contra las medidas de 

apremio o sanciones que correspondan, según lo establecido en el 

artículo 189, fracción III, de la Ley de la materia, sin perjuicio de las 

sanciones administrativas, civiles o penales a que pueda hacerse 

acreedor con motivo de la aplicación de otras leyes. 

 

Por los motivos y razonamientos legales antes expuestos, el Pleno de 

este órgano garante;  

 

IV. R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. Se declara fundado el presente recurso de revisión, 

registrado bajo el expediente identificado como RR/0523/2024, 

promovido a través de la PNT, en contra de la Secretaría de 

Administración y Finanzas de la Fiscalía General de Justicia del 

Estado, en su carácter de sujeto obligado, en consecuencia;  

 

SEGUNDO. Se modifica la respuesta del sujeto obligado en los 

términos expuestos en la parte considerativa de esta resolución. 

 

TERCERO. Se hace del conocimiento de las partes que, una vez 

notificadas de esta determinación, de conformidad con el artículo 73, 

del reglamento interior de este órgano autónomo, la Consejera Ponente 

del presente asunto, juntamente con la secretaría de cumplimientos, 

o quien haga sus veces, adscrita a esta Ponencia, continuarán con el 

trámite del cumplimiento correspondiente. 

 

CUARTO. Notifíquese a las partes el presente fallo conforme lo 

ordenado en autos y, en su oportunidad, archívese como asunto total y 

definitivamente concluido. 

 

Así lo resolvió, en sesión ordinaria celebrada el veinticuatro de junio de 

dos mil veinticuatro, el Pleno del Instituto Estatal de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, por 
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unanimidad de votos de los Consejeros Brenda Lizeth González Lara, 

presidenta, Francisco Reynaldo Guajardo Martínez, María de los 

Ángeles Guzmán García, y María Teresa Treviño Fernández, 

vocales, siendo ponente la primera de las mencionadas, así como el 

Licenciado Bernardo Sierra Gómez, Encargado de despacho; 

firmando al calce para constancia legal. Rúbricas.  

 

 

 

______________________________ 

Lic. Brenda Lizeth González Lara 

Consejera Presidenta (ponente) 

 

 

 

_______________________________________ 

Lic. Francisco Reynaldo Guajardo Martínez 

Consejero Vocal 

 

 

 

______________________________________ 

Dra. María de los Ángeles Guzmán García 

Consejera Vocal 
 

 

 

__________________________ 

Lic. Bernardo Sierra Gómez 

Encargado de despacho 
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______________________________ 

Lic. María Teresa Treviño Fernández 

Consejera Vocal 

 

Esta foja corresponde a la resolución del recurso de revisión número RR/0523/2024, emitida por el Pleno 
del Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en 
veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro, que va en treinta y dos páginas. 
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ANEXO I 

RESOLUCIÓN EN FORMATO DE LECTURA FÁCIL 

 
Tú, solicitante, le pediste al sujeto obligado información 

relacionada con tecnologías, software, aparatos o cualquier tipo 

de dispositivo para la intervención de comunicaciones privadas, 

informáticas, geolocalización o de telecomunicaciones, durante 

el uno de enero del dos mil dieciocho al treinta y uno de enero 

del dos mil veinticuatro. 

 

Inconforme con la respuesta, decidiste promover este recurso de 

revisión para que nosotros, como Instituto de Transparencia, que 

verificáramos si su actuación fue o no correcta.  

 

Tuviste razón. Ya que, al realizar el análisis del caso, decidimos 

modificar la respuesta del sujeto obligado para que te 

proporcione el acuerdo de reserva de a información en base a 

las consideraciones señaladas en la presente resolución. Y 

también, nos percatamos que el sujeto obligado no te 

proporcionó la información que solicitaste en los puntos uno y 

tres, a pesar de que conforme a sus atribuciones, debe contar 

con la misma, por lo que les estamos ordenando que te la 

proporcione. 

 

 


